
El derecho a un medio ambiente sano. 
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En el décimo volumen aborda el modo en que el Ministerio Público Fiscal ha 
delineado los alcances del derecho a un ambiente sano en la oportunidad de 
expedirse ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) en temas como 
la responsabilidad del Estado, las empresas y los particulares en la preservación 
del medio ambiente; la tutela judicial ambiental; la aplicación de los principios 
precautorio y preventivo; la garantía de contar con información previa a la toma de 
decisiones; la protección de los bosques nativos; y el derecho a la participación y 
consulta de los pueblos indígenas en los informes de impacto ambiental previos. 
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Introducción. 
 
El derecho a un medio ambiente sano comenzó a ser reconocido por el Derecho 
Internacional a partir del año 1972, cuando la Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Humano expresó que “el hombre tiene el derecho 
fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de vida 
adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar 
de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las 
generaciones presentes y futuras”. Desde entonces, se inició una tendencia cada 
más extendida de consagración de este derecho a nivel nacional. 
 
En el caso argentino, la reforma constitucional del año 1994 lo incorporó en el 
capítulo “Nuevos derechos y garantías” como un derecho fundamental de todos 
los habitantes a “gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo 
humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades 
presentes sin comprometer las de las generaciones futuras”. Para la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, tal reconocimiento constituye una “precisa y 
positiva decisión del constituyente (…) de enumerar y jerarquizar con rango 
supremo a un derecho preexistente”. 
 
El derecho a un medio ambiente sano encuentra además una amplia recepción en 
instrumentos internacionales de derechos humanos. Así, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), que goza de jerarquía 
constitucional (art. 75 inc. 22 CN), reconoce el derecho a un nivel de vida 
adecuado y el deber de los Estados de adoptar medidas apropiadas para asegurar 
este derecho, entre otras, mediante la utilización más eficaz de los recursos 
naturales (artículo 11); también consagra el derecho a la salud y, entre las 
acciones que se deberán implementar para dotarlo de plena efectividad, se 
menciona el mejoramiento del medio ambiente (artículo 12). 
 



El sistema interamericano lo incorporó en el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales —conocido como Protocolo de San Salvador—, como el 
derecho que posee toda persona a vivir en un medio ambiente sano y a contar con 
servicios públicos básicos y determina que los Estados deben promover la 
protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente. 
 
En nuestro país existen numerosas leyes específicas de protección del medio 
ambiente. Entre ellas se deben destacar: la Ley General del Ambiente (ley nº 
25.675); la Ley de Gestión Integral de Residuos Industriales y de Actividades de 
Servicios (ley nº 25.612); el Régimen de Gestión Ambiental de Aguas (ley nº 
25.688); el Régimen de Libre Acceso a la Información Pública Ambiental (ley nº 
25.831); la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los Bosques 
Nativos (ley nº 26.331); y el Régimen de Presupuestos Mínimos para la 
Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial (ley n° 26.639). 
 
En particular, la Ley General del Ambiente es la que establece los presupuestos 
mínimos para una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y 
protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo 
sustentable y detalla los objetivos que deberá cumplir la política ambiental. A su 
vez determina que, para su interpretación y aplicación, deberán tenerse en cuenta 
los principios de congruencia, prevención, precautorio, de progresividad, de 
responsabilidad, de subsidiariedad, de sustentabilidad, de solidaridad, de 
cooperación y de equidad intergeneracional. 
 
Justamente el alcance de estos principios ha generado importantes desarrollos 
jurisprudenciales tanto en litigios internos como internacionales. En tal sentido, la 
Corte Internacional de Justicia ha determinado que “el principio de prevención, en 
tanto norma consuetudinaria, tiene sus orígenes en la diligencia debida que se 
requiere de un Estado en su territorio (…). Un Estado está así obligado a usar 
todos los medios a su alcance a fin de evitar que las actividades que se llevan a 
cabo en su territorio, o en cualquier área bajo su jurisdicción, causen un perjuicio 
sensible al medio ambiente del otro Estado”. 
 
En sentido similar, la CSJN ha afirmado que ante la existencia de un peligro de 
daño irreversible y la ausencia de información relativa a tal perjuicio, dicho 
principio se erige como una obligación de previsión extendida y anticipatoria a 
cargo del funcionario público. Su aplicación implica armonizar la tutela del 
ambiente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razonable. 
 
Asimismo, el alto tribunal ha sostenido que el ambiente pertenece a la esfera 
social y transciende la individual y, por tanto, su protección conlleva deberes a 
cargo de todos/as los/as ciudadanos/as, como correlato del derecho a disfrutar de 
un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras. En este orden de 
ideas, también aseguró que el medio ambiente constituye un derecho de 
incidencia colectiva que tiene por objeto la defensa de un bien colectivo que 
pertenece a toda la comunidad, siendo indivisible y no admitiendo exclusión de 



titularidad alguna. Esta caracterización habilita que, para su salvaguarda por vía 
de la acción de amparo, sean legitimados activos el/la afectado/a, la Defensoría 
del Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines. 
 
Por lo demás, es necesario destacar que el derecho a un medio ambiente sano se 
vincula estrechamente con otros derechos fundamentales. Al respecto, la 
protección del medio ambiente resulta ser una garantía de los derechos 
económicos, sociales y culturales pero también de derechos civiles y políticos, 
pues sin un ambiente sano y saludable no se pueden ejercer plenamente otros 
derechos como los de expresión e información, de igualdad y no discriminación, y 
el derecho a elegir y ser elegido. 
 
En esta inteligencia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
reconoció la existencia de una relación innegable entre la protección del ambiente 
y la realización de otros derechos humanos, en tanto la degradación ambiental y 
los efectos adversos del cambio climático afectan su goce efectivo. Por otro lado, 
el tribunal regional consideró que el derecho indígena a la propiedad colectiva está 
vinculado con la tutela y acceso a los recursos que se encuentran en esos 
territorios. Asimismo, determinó la estrecha articulación del derecho a una vida 
digna con la protección del territorio ancestral y los recursos naturales. 
Sin perjuicio de estas consideraciones, la Corte IDH se explayó de modo más 
acabado sobre el contenido y alcance del medio ambiente como derecho humano 
en la Opinión Consultiva OC-23/17. 
 
En ese marco, resaltó que si bien el derecho al medio ambiente no está 
consagrado expresamente en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH) debe considerarse incluido entre los derechos económicos, sociales y 
culturales tutelados por el artículo 26. 
  
Sostuvo, por su parte, que el derecho a un medio ambiente sano posee dos 
dimensiones: una colectiva y otra individual. La primera “constituye un interés 
universal, que se debe tanto a las generaciones presentes y futuras”. Por su parte, 
sobre la faz individual consideró que su vulneración puede tener repercusiones 
directas o indirectas sobre las personas en virtud a su conexidad con otros 
derechos, como el derecho a la salud, la integridad personal o la vida, entre otros. 
 
A su vez, la Corte IDH aseveró que el derecho a un medio ambiente sano es un 
derecho autónomo por cuanto “[s]e trata de proteger la naturaleza y el medio 
ambiente no solamente por su conexidad con una utilidad para el ser humano o 
por los efectos que su degradación podría causar en otros derechos de las 
personas (…), sino por su importancia para los demás organismos vivos con 
quienes se comparte el planeta, también merecedores de protección en sí 
mismos”. 
 
Fuente: MINISTERIO PÚBLICO FISCAL | PROCURACIÓN GENERAL DE LA NACIÓNAL. 

 

 


